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Ordinario Laboral – Confirma y modifica fallo que accedió las pretensiones
Radicación Nro.
66001-31-05-002-2015-00652-01

Demandante:

Fidel Antonio González 
Demandado:

Colpensiones
Magistrado Ponente:    Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Segundo Laboral del Circuito

Tema:


CAUSACIÓN DE LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES EN VIGENCIA DE LA LEY 797 DE 2003. Establecen los numerales 1º y 2º del artículo 46 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, que tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes, los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez o invalidez por riesgo común que fallezca, y también los miembros del grupo familiar del afiliado del sistema general de pensiones que fallezca, siempre y cuando éste hubiere cotizado cincuenta semanas dentro de los tres años anteriores al fallecimiento.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veintinueve de noviembre de dos mil diecisiete, siendo las diez de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 25 de mayo de 2017, dentro del proceso que promueve el señor FIDEL ANTONIO GONZÁLEZ en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2015-00652-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende el señor Fidel Antonio González que la justicia laboral declare que su cónyuge fallecida dejó causada la pensión de sobrevivientes con base en lo establecido en el Acuerdo 049 de 1990 y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 6 de marzo de 2010, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.

Refiere que: La señora Diocelina González Gallego nació el 25 de marzo de 1953; el 24 de diciembre de 1977 contrajeron matrimonio católico, iniciando una convivencia continua e ininterrumpida que finalizó el 6 de marzo de 2010; el 24 de mayo de 2011 solicitó el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes; después de iniciar acción de tutela e interponer varios incidentes de desacato ante la falta de respuesta de la entidad accionada, mediante la expedición de la resolución Nº GNR 007247 de 4 de febrero de 2013 se le da respuesta de fondo negándole el derecho solicitado; en ese acto administrativo se informa que su cónyuge tenía únicamente 736 semanas cotizadas, sin embargo, en la historia laboral no le fueron tenidos en cuenta unos tiempos que su empleador Aseadora del Valle Induaseo Ltda. no cotizó, es decir, que esa entidad se encuentra en mora en el pago de algunos aportes, situación que no puede afectar los derechos de los afiliados y sus beneficiarios; sumando las semanas que se encuentran en mora, su cónyuge acredita en total 923.89 semanas, de las cuales 597,56 fueron consignadas antes del 1º de abril de 1994.
Al dar respuesta a la demanda –fls.86 a 92- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó la información contenida en la resolución Nº GNR 007247 de 4 de febrero de 2013. Frente a los demás hechos expresó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia del derecho”, “Improcedencia del reconocimiento de intereses moratorios” y “Prescripción”.

En sentencia de 25 de mayo de 2017, la funcionaria de primer grado determinó que la fallecida Diocelina González Gallego no cumple con la densidad de semanas exigidas en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, pues dentro de los tres años anteriores al deceso ocurrido el 6 de marzo de 2010, solo registra 8.43 semanas de cotización.
No obstante, con base en las facultades extra y ultra petita, estableció que la señora Diocelina González Gallego tenía el status de pensionada, dado que cumple con los requisitos establecidos en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y en el Acuerdo 049 de 1990, en consideración a que para el 1º de abril de 1994 tenía cumplidos 40 años de edad, siendo beneficiaria del régimen de transición y dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de los 55 años de edad, esto es, entre el 25 de marzo de 2010 y la misma calenda del año 1990 tiene cotizadas 520.75 semanas.
El monto de esa prestación asciende al salario mínimo legal mensual vigente y tenía derecho la señora González Gallego a que se le reconocieran 14 mesadas anuales.

Posteriormente indicó que la pensión de vejez debió empezarla a disfrutar la causante desde el 25 de marzo de 2008, pues las cotizaciones que reanudó el 1º de noviembre de 2009, las hizo por el error en el que la hizo incurrir el extinto ISS, cuando al resolver la solicitud de reconocimiento pensional, le indicó que no tenía la densidad de semanas exigidas para acceder al derecho.

Sostuvo que las mesadas pensionales causadas entre el 25 de marzo de 2008 y el 5 de marzo de 2010 se encuentran cobijadas por el fenómeno de la prescripción.

Al tener el status de pensionada y haberse demostrado el requisito de convivencia entre el señor Fidel Antonio González y la señora Diocelina González Gallego, condenó a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la pensión de sobrevivientes a partir del 6 de marzo de 2010, en la misma cuantía y con el mismo número de mesadas anuales determinadas para la pensión por vejez; debiéndosele cancelar por concepto de retroactivo pensional, la suma de $60.025.774 causado hasta el 30 de abril de 2017, sin perjuicio de los descuentos en salud y de las mesadas que se sigan causando.
Finalmente condenó a Colpensiones a reconocer y pagar también los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir del 24 de julio de 2011.
No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde determinar cómo PROBLEMA A RESOLVER, el que a continuación se plantea:

¿Causó en vida la señora Diocelina González Gallego la pensión de vejez por cumplir los requisitos establecidos en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y en el Acuerdo 049 de 1990?
De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Dejó causada la señora González Gallego la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios?

¿Tiene derecho el señor Fidel Antonio González a que se le reconozca el derecho pensional pretendido?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
CAUSACIÓN DE LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES EN VIGENCIA DE LA LEY 797 DE 2003.

Establecen los numerales 1º y 2º del artículo 46 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, que tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes, los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez o invalidez por riesgo común que fallezca, y también los miembros del grupo familiar del afiliado del sistema general de pensiones que fallezca, siempre y cuando éste hubiere cotizado cincuenta semanas dentro de los tres años anteriores al fallecimiento.

EL CASO CONCRETO

Concluyó la funcionaria de primer grado con base en las facultades extra y ultra petita, que la señora Diocelina González Gallego dejó causada la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios, en consideración a que en vida reunió los requisitos exigidos en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y en el Acuerdo 049 de 1990 para que se le reconociera la pensión de vejez, es decir, que la causante tenía el status de pensionada.

En virtud al grado jurisdiccional de consulta dispuesto a favor de la Administradora Colombiana de Pensiones, se analizará, si tal y como lo concluyó la a quo, la señora González Gallego dejó causada la pensión de sobrevivientes bajo esos parámetros.

Según el registro civil de nacimiento visible a folio 110 el expediente, la señora Diocelina González Gallego nació el 25 de marzo de 1953, esto es, que para el 1º de abril de 1994 tenía cumplidos 41 años de edad, lo que la hacía beneficiaria del régimen de transición dispuesto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993.
De acuerdo con la información contenida en la historia laboral allegada por la Administradora Colombiana de Pensiones –fls.163 a 167-, en toda su vida laboral la señora González Gallego estuvo vinculada laboralmente en el sector privado, por lo que el régimen pensional que le era aplicable antes de que entrara en vigencia el sistema general de pensiones, era el contenido en el Acuerdo 049 de 1990, el cual exige a sus afiliadas cumplir 55 años de edad y acreditar 500 semanas de cotización dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad o 1000 semanas en cualquier tiempo.

La señora Diocelina González Gallego cumplió la edad mínima exigida el 25 de marzo de 2008 y conforme con la información contenida en la precitada historia laboral –fls.163 a 167-, en los 20 años anteriores tiene acreditadas 523.28 semanas cotizadas; motivo por el que tenía derecho a que en vida se le reconociera la pensión de vejez, la cual fue negada en su momento por el extinto Instituto de Seguros Sociales a través de la resolución Nº 008343 de 2009 –fl.140- exhortándosele a continuar cotizando al sistema general de pensiones, tal y como empezó a realizarlo desde el mes de noviembre de 2009, luego de habérsele notificado ese acto administrativo el 19 de octubre de 2009 –fl.141-.
Bajo esas circunstancias, como lo determinó la falladora de primera instancia, tenía derecho la señora Diocelina González Gallego a empezar a disfrutar la prestación económica desde el 25 de marzo de 2008, al haber reunido los requisitos exigidos para ello, y cesar en sus cotizaciones el 30 de abril de 2001 con solicitud de reconocimiento de la pensión el 13 de abril de 2009; resultando evidente que las cotizaciones hechas por ella entre el 1º de noviembre de 2009 y el 31 de enero de 2010 fueron efectuadas por el error en el que la hizo incurrir el otrora Instituto de Seguros Sociales, en razón de lo cual no es posible tenerlas en cuenta para ningún efecto.

El monto de la pensión de vejez ascendía al salario mínimo legal mensual vigente, pues fue esa la base salarial con la que cotizó en toda su vida laboral la señora Diocelina González Gallego. El número de mesadas anuales que debían reconocerse era de 14.
Así las cosas, al tener la señora González Gallego el status de pensionada para el momento de su deceso ocurrido el 6 de marzo de 2010, como se aprecia en el registro civil de defunción visible a folio 43 del expediente, necesario resulta concluir que dejó causada a favor de sus beneficiarios la pensión de sobrevivientes, conforme a lo establecido en el artículo 46 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003.

En lo que tiene que ver con la calidad de beneficiario del señor Fidel Antonio González, en la resolución Nº GNR 007247 de 4 de febrero de 2013 –fls.22 a 24- la Administradora Colombiana de Pensiones concluyó que él reunía los requisitos exigidos en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003 en calidad de cónyuge supérstite para ser beneficiario de la señora Diocelina González Gallego, motivo por el que le manifestó que tenía derecho a reclamar la indemnización sustitutiva de la pensión de sobrevivientes.

En ese sentido, la Sala de Casación Laboral en sentencia SL-1886 de 25 de febrero de 2015 radicación Nº 48.739 con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno, en un caso de similares connotaciones, estableció que cuando en sede administrativa se establezca que el reclamante acredita los requisitos para reconocérsele la indemnización sustitutiva de sobrevivientes, no le es dable al juez debatir si éste es beneficiario de la pensión, porque esa situación ya quedó definida previamente en consideración a que para ambas prestaciones se exigen los mismos requisitos a los beneficiarios; lo cual explicó de la siguiente manera:

“De dicho documento se puede evidenciar clara y objetivamente que el Instituto de Seguros Sociales analizó de fondo la petición del actor y concluyó que reunía las condiciones legalmente establecidas para ser beneficiario de la indemnización sustitutiva, que, como lo ha dicho la Sala, son las mismas requeridas para ser beneficiario de la pensión de sobrevivientes. En ese sentido, el Tribunal incurrió en un error de hecho manifiesto al no percatarse de que la «dependencia económica» y los demás presupuestos indispensables para ser beneficiario de la pensión estaban acreditados suficientemente en el proceso, a la vez que habían sido aceptados plenamente por el Instituto de Seguros Sociales, de forma tal que no era dable ni siquiera debatir ese punto.”.

De allí que, al habérsele reconocido en sede administrativa la condición de beneficiario de la señora Diocelina González Gallego como cónyuge supérstite, tiene derecho el demandante a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes a partir del 6 de marzo de 2010, en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 14 mesadas anuales al haberse causado con antelación al 31 de julio de 2011, como también lo definió el Juzgado Segundo Laboral del Circuito, advirtiendo que ninguna de las mesadas causadas se encuentra prescrita.

Dando aplicación a lo previsto en el artículo 283 del C.G.P. se actualizará la condena, tal y como se ve en la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia.

Según la tabla, tiene derecho el demandante a que se le reconozca por concepto de retroactivo pensional causado entre el 6 de marzo de 2010 y el 31 de octubre de 2017, la suma de $65.174.357, autorizándose a la Administradora Colombiana de Pensiones a que descuente el 12% correspondiente a los aportes en salud.

En cuanto a los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, demostrado quedó que la entidad accionada contaba con la información suficiente para reconocer la prestación económica dentro de los dos meses siguientes a la reclamación elevada por el actor el 24 de mayo de 2011, sin que así lo hubiere hecho, motivo por el que tiene derecho a que se le reconozcan los mencionados intereses a partir del 24 de julio de 2011 y hasta que se verifique el pago total de la obligación, como acertadamente lo decidió la sentenciadora de primera instancia.
Finalmente cabe anotar que las mesadas pensionales dejadas de reclamar entre el 25 de marzo de 2008 y el 5 de marzo de 2010, correspondientes a la pensión de vejez que en vida debió disfrutar la señora Diocelina González Gallego, no son tema objeto de controversia en este ordinario laboral, pues lo que buscaba el señor Fidel Antonio González era el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes causada por ella, razón por la que no le era dable a la falladora de primera instancia decidir si las mismas están o no cobijadas por el fenómeno jurídico de la prescripción, ya que ese debate debe darse en otros escenarios en los que se encuentren presentes sus herederos, debido a que tales dineros hacen parte de la masa sucesoral de la causante.  

En el anterior orden de ideas, se revocará el ordinal segundo de la sentencia objeto de estudio y posteriormente se modificará el ordinal séptimo con el objeto de actualizar el valor del retroactivo pensional.
Sin costas en esta sede.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR el ordinal SEGUNDO de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito, por no ser tema objeto de este proceso.
SEGUNDO. MODIFICAR el ordinal SÉPTIMO de la sentencia objeto de estudio, el cual quedará así:
“SÉPTIMO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar a favor del señor FIDEL ANTONIO GÓNZALEZ, por concepto de retroactivo pensional causado entre el 6 de marzo de 2010 y el 31 de octubre de 2017, la suma de $65.174.357, autorizándose a la entidad accionada que descuente del mismo el 12% correspondiente a los aportes en salud.”.
TERCERO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia que por consulta se ha conocido.

Sin costas en esta instancia.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.
Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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